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1. INTRODUCCIÓN 

La actividad normativa durante este semestre en Castilla y León ha sido 

realmente ínfima. No hay ninguna norma legislativa en materia ambiental, ni 

aprobada ni en tramitación; y entre los proyectos de ley que se están 

tramitando, ni siquiera el de Medidas Tributarias, Financieras y Administrativas 

contiene disposición ambiental alguna. Tampoco encontramos Decretos 

propiamente “normativos” o de desarrollo de leyes ambientales: únicamente el 

referido a las redes de calefacción urbana y a la conexión de los edificios 

públicos. 

Hay muchas interpretaciones posibles para justificar la existencia de una 

jerarquía de problemas en la que el ambiente no ostenta una posición de 

importancia a efectos de su regulación. Podría ser, en primer lugar, una razón 

política, habida cuenta de la composición actual de la mayoría parlamentaria en 

las Cortes regionales, pero lo cierto es que ni la oposición plantea 

proposiciones de ley de calado ambiental. Llama la atención que no parece 

haber un interés autonómico en la elaboración de una ley de cambio climático o 

de residuos propias, pese a las recientes leyes estatales de cambio climático 

de 2021 (y de algunas leyes autonómicas en la materia) o de Residuos de 

2022. Es cierto que, a día de hoy, hay otros problemas emergentes en la 
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Comunidad: los de la agricultura, los de los incendios, los sanitarios… Pero 

resulta sorprendente que, tras recuperar en la organización administrativa 

autonómica la Consejería de medio ambiente, no compartida con Fomento, 

apenas se hayan dictado normas específicas ambientales: sin duda alguna, la 

parte del león en la actuación administrativa autonómica se la está llevando la 

actividad de fomento, especialmente en materias vinculadas con la generación 

renovable y con la eficiencia energética (especialmente, en el ámbito 

doméstico), sin apenas asomo de la función normativa. 

Es cierto que la inflación normativa no ayuda a la buena administración, pero 

también lo es que la petrificación normativa o la falta de actualización no puede 

ser beneficiosa en un sector que tiene que estar necesariamente actualizado y 

adaptado a las circunstancias de nuestra región. 

Sin perjuicio de lo anterior, y porque afecta a una polémica norma dictada en 

materia cinegética y ambiental por la Junta de Castilla y León, debe señalarse 

que el Tribunal Supremo ha confirmado la ilegalidad del Decreto 10/2018, de 

26 de abril, por el que se modifica el Decreto 32/2015, de 30 de abril, por el que 

se regula la conservación de las especies cinegéticas de Castilla y León, su 

aprovechamiento sostenible y el control poblacional de la fauna silvestre por 

diversos motivos formales, entre los que destaca que  no se puso a disposición 

de los miembros del órgano asesor, antes de la reunión en que deben exponer 

las razones por las que informan en uno u otro sentido la norma que se les 

remite, los informes científicos que sirvieron de base al proyecto de decreto, tal 

y como ha declarado la reciente sentencia de 8 de febrero de este año (rec. 

3392/2022). 

2. LA PROMOCIÓN DE LAS REDES URBANAS DE CALEFACCIÓN 

(« DISTRICT HEATING ») EN CASTILLA Y LEÓN : LA EJEMPLARIDAD 

ADMINISTRATIVA 

El Decreto 2/2024, de 29 de febrero, establece el régimen jurídico para la 

conexión y el suministro de energía térmica a los edificios de la Administración 

de la Comunidad de Castilla y León mediante redes de calor multiusuario. 
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Se trata, básicamente, de que los edificios públicos de la Junta de Castilla y 

León sean calefactados por calderas de biomasa conectadas a redes de calor 

generado por combustión de biomasa en los diversos municipios (calefacción 

urbana o district heating). 

La acumulación de emisiones derivadas de gases de efecto invernadero y el 

consecuente cambio climático ha provocado la necesidad de reducir emisiones, 

plasmada en instrumentos convencionales como el vigente Acuerdo de Paris 

de 2015 o en normas comunitarias e internas. Una expresión local de esta 

reducción de emisiones lo es el mecanismo de las redes municipales de calor. 

La Exposición de motivos del Decreto alude, además, a la estabilización de 

precios (de la energía) y a la independencia energética, esto es, a no depender 

de los suministros de combustibles de fuera de la UE. 

Esta reducción de emisiones se debe lograr mediante la promoción de 

renovables, por una parte, y mediante la eficiencia energética, por otra. Las 

calefacciones distritales de biomasa cumplen con los dos medios señalados: 

por una parte, la biomasa es renovable, y forma parte del ciclo único del 

carbono; por otra, la eficiencia de este tipo de calefacciones supera con creces 

la de las calderas centrales de edificios o de viviendas. 

Cierto es que la utilización masiva de biomasa tiene sus inconvenientes 

(además de otras ventajas, no señaladas en el Decreto): por una parte, es 

evidente que la quema de biomasa emite CO2 a la atmósfera; siendo esto 

cierto, la UE ha promovido la biomasa porque no es un combustible fósil, sino 

tradicional, inserto en el ciclo de carbono; de hecho, las emisiones de biomasa 

no se incluyen en el mercado europeo de derechos de emisión (como señala el 

Anexo I.1 de la Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la que se regula el régimen de 

comercio de derechos de emisión de gases de efecto invernadero) y las 

instalaciones industriales que queman exclusivamente biomasa no necesitan 

respaldar sus emisiones mediante la adquisición de títulos o derechos de 

respaldo. En definitiva, no es como la energía fotovoltaica o eólica: genera en 

sí misma emisiones de CO2, pero sin alterar el ciclo del carbono (emisiones-

absorción o fijación por las plantas verdes-emisiones por plantas muertas). 
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Junto a este inconveniente menor, la utilización de biomasa tiene la ventaja de 

la proximidad de la fuente energética, de la vinculación a la limpieza de los 

bosques (esencial para la prevención de incendios, especialmente en la 

España seca), del mantenimiento, en definitiva, del empleo rural, etc. 

Por tanto, es coherente con la política forestal de promoción y limpieza de los 

bosques y con la promoción del empleo y sostenibilidad de las fuentes 

energéticas. 

Por otra parte, no hay que olvidar la función ejemplarizante que tienen las 

Administraciones públicas en la reducción de emisiones, como se encargó de 

señalar la Directiva de eficiencia energética (Directiva 2012/27/UE del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, relativa a la 

eficiencia energética, por la que se modifican las Directivas 2009/125/CE y 

2010/30/UE, y por la que se derogan las Directivas 2004/8/CE y 2006/32/CE), 

cuyo art. 5 lleva por título: “Función ejemplarizante de los edificios de los 

organismos públicos”. 

Con estos prolegómenos, es perfectamente razonable el objetivo de la Junta 

de promover las calefacciones de distrito y de vincular los edificios públicos a 

estas redes. 

La Junta de Castilla y León, ya en 2022, adoptó el Acuerdo 177/2022, de 

medidas de ahorro y eficiencia energética en la Administración general e 

institucional de la Comunidad. Entre dichas medidas se incluía la de que los 

edificios públicos se conectaran, cuando fuese posible, a las redes de calor 

existentes. 

Por otra parte, la sociedad mercantil SOMACYL (Sociedad pública de 

infraestructuras y medio ambiente de Castilla y León), medio propio de la 

Administración autonómica, lleva muchos años desarrollando proyectos con 

biomasa forestal y gestiona actualmente varias redes de calefacción distrital. 

Justamente, lo que determina este Decreto es el régimen jurídico de la 

conexión y suministro de calor a los edificios públicos desde las redes de 

calefacción distrital gestionadas por la citada empresa pública, como se señala 

en el art. 1. 
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La posibilidad de conexión se menciona en el art. 2: “Los edificios … deberán 

conectarse, cuando sea técnicamente posible…”. La posibilidad responde, 

entre otras cosas, a la configuración urbanística del entorno en el que se 

ubican los edificios. Así como es factible la calefacción distrital en suelo 

urbanizable o en los ensanches, no resulta de ordinario viable en los centros 

históricos, en los que se ubican muchos de los edificios administrativos 

autonómicos, por la dificultad de establecer las redes. 

La conexión de los edificios públicos a la red urbana se llevará a cabo previa 

formalización de un encargo de la Junta a SOMACYL (factible, por tratarse de 

un medio propio), de carácter anual e individualizado para cada edificio (art. 3). 

Y las tarifas y su composición se regulan en el art. 4.  

En definitiva, mediante este Decreto se fija el régimen jurídico de la conexión 

de los edificios públicos de la Administración autonómica a las redes existentes 

en los municipios de titularidad de la sociedad mercantil medio propio de la 

citada Administración. Es un caso claro de ejemplaridad en el fomento de 

renovables autóctonas, de eficacia energética y de promoción indirecta de la 

limpieza y gestión de nuestras masas forestales. 

3. LA PERSPECTIVA AMBIENTAL EN LA ORDEN ANUAL DE PESCA 

La orden de pesca anual para el 2024 se aprobó por Orden MAV/1481/2023, 

de 22 de diciembre. Aunque se trata de una materia –pesca- 

competencialmente diferenciada del medio ambiente, lo cierto es que, como 

recuerda el TC, su ejercicio se lleva a cabo, igual que la caza, en la naturaleza. 

Específicamente en las aguas. No es casual, por tanto, que los órganos 

competentes en esta materia -al igual que los referidos a la gestión 

administrativa de la actividad cinegética- se ubiquen de forma natural en la 

Consejería de medio ambiente y vivienda. 

De acuerdo con la Ley 9/2013, de 3 de diciembre, de Pesca de Castilla y León, 

se deben determinar anualmente las normas reguladoras de la pesca en la 

Comunidad en consonancia con lo previsto en los instrumentos de planificación 

vigentes (art. 39), y declarará las especies pescables (art. 4) y los períodos 

hábiles para cada especie que regirán con carácter general, así como las 
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excepciones a dichos periodos en determinadas masas de agua, en función de 

la planificación efectuada (art. 57). Todas estas misiones las cumple la Orden 

anual de pesca. 

Desde una perspectiva estrictamente ambiental, la orden dispone criterios de 

gestión de las especies exóticas invasoras, en cuanto que desplazan a las 

autóctonas y rompen con el equilibrio ecosistémico: no se prevé ni talla mínima 

de los ejemplares, ni cupo de capturas, ni se permite la devolución a las aguas 

de los ejemplares de especies incluidas en el Catálogo Español de Especies 

Exóticas Invasoras: merece la pena destacar –por las noticias que llegan por la 

prensa estos días- la necesidad de acabar con los siluros, auténticos 

superdepredadores de nuestras especies pescables, que alcanzan tamaños 

desmesurados y reducen enormemente la fauna piscícola en nuestros ríos; la 

Orden únicamente exceptúa, por una parte, algunas especies exóticas: la 

carpa (Cyprinus carpio) y el black-bass (Micropterus salmoides) en 

determinadas masas de agua delimitadas;  por otra parte, respecto de otras 

especies exóticas invasoras como el cangrejo rojo (Procambarus clarkii) y el 

cangrejo señal (Pacifastacus leniusculus), las medidas de gestión y control a 

través de la pesca se pueden llevar a cabo exclusivamente entre los meses de 

junio a diciembre para minimizar las molestias que los pescadores pudieran 

ocasionar al resto de especies de fauna silvestre tanto acuática como no 

acuática, especialmente en períodos críticos como los de reproducción, cría e 

invernada.  Son motivos de policía ambiental los que limitan, justamente, las 

medidas de control de los citados cangrejos alóctonos. 

Además de estas medidas (de orden claramente ambiental, habilitadas por el 

art. 64 en todos sus párrafos, del Título III, capítulo III de la Ley 42/2007, de 

Patrimonio Natural y de la Biodiversidad), la orden abunda en otro tipo de 

previsiones, sobre zonas, tiempos y especies sobre las que ejercitar las 

actividades pesqueras. 
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